
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CONTRATO DE ARRENDAMIENTO FINANCIERO O LEASING / DEFINICIÓN Y CARACTERÍSTICAS / SE ALEGÓ, PERO NO PROBÓ, CUMPLIMIENTO / VALORACIÓN PROBATORIA. 
… tal modalidad de contratación (leasing)… sigue siendo en nuestro medio atípica, a pesar de alguna regulación que exista sobre ella, a la vez que consensual, bilateral y onerosa, por la cual uno de los contratantes cede al otro el uso y disfrute de una cosa con cargo al pago de una renta que, a la postre, cumplidas las obligaciones, puede derivar en una opción de compra. Así lo dejó sentado la Sala de Casación Civil de la Corte en la sentencia SC9446 del 22 de julio de 2015…: 

“Ahora bien, a la atipicidad del contrato -entendida rigurosamente como se esbozó-, debe agregarse que el leasing es un negocio jurídico consensual; bilateral - o si se prefiere de prestaciones recíprocas -, en cuanto las dos partes que en él intervienen: la compañía de leasing y el usuario o tomador, se obligan recíprocamente (interdependencia prestacional); de tracto o ejecución sucesiva (negocio de duración), por cuanto las obligaciones principales -originarias- que de él emanan: para el contratante, conceder el uso y goce de la cosa y para el contratista, pagar el precio, no se agotan en un solo momento, sino que se desenvuelven y desdoblan a medida que transcurre el tiempo (tempus in negotio); oneroso, toda vez que cada una de las partes busca un beneficio económico que, recta vía, se refleja en la obligación asumida por la parte contraria o cocontratante…”. (…)
La cuestión es que, mientras la entidad demandante afirma que la demandada entró en mora en el pago de los cánones pactados desde el mes de marzo de 2012 y halló eco en el juzgado que estimó que de la prueba recaudada quedó en evidencia el incumplimiento del pago de los meses de mayo a agosto de ese año, la sociedad Modulares Red S.A.S. insiste en que (i) reestructurado el valor del leasing tomando como base la suma de $48’595.854,00, la demandada cumplió con los pagos pactados…; (ii) la demandada pagó un valor superior al total acordado antes del tiempo que se estipuló…, tanto que hay un excedente a su favor de $150.275,00.

Ninguno de los reparos que hace la parte demandada tiene vocación de prosperidad.
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Acta Nº  de septiembre 2 de 2019
En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de descongestión de Medellín el 24 de noviembre de 2014, en este proceso abreviado iniciado por Leasing Bancolombia S.A contra Modulares Red S.A.S
1.
ANTECEDENTES

1.1. Hechos. 

Refiere el escrito introductorio que la sociedad Modulares Red S.A.S firmó el contrato de leasing Nro. 63576 con Leasing Bancolombia S.A., que tendría una duración inicial de 48 meses, ampliado en 33 más, para un periodo total de 81 meses, sobre un centro de mecanizado control numérico (que ejecuta labores de fresado taladro y sierra), marca Biesse número de serie 70572, modelo Rover 20, cuyo valor más IVA era de $153.181.220. 

El pago debía realizarse de forma mensual, iniciando el 4 de septiembre de 2009, con un canon inicial de $4’054.185,oo y los sucesivos de $1’614.955,oo; cuotas que según la demanda se encuentran en mora desde el 15 de marzo del 2012, así que para la fecha de presentación de la demanda se debían $9’898.320,oo por ese concepto, $696.383,oo de intereses y $382.461,oo relativos al seguro.
1.2. 
Pretensiones.

Con apoyo en ese relato, pidió la demandante que se declarara terminado el referido contrato y, en consecuencia, se ordenara la restitución del bien; además, que se condenara en costas a la demandada. 

1.3.
Admisión y traslado. 

Admitida la demanda el 9 de octubre de 2012 (f. 30, c. 1), se tuvo a la demandada como notificada por conducta concluyente (f. 105 ib.); desde antes le había dado respuesta (f. 66 a 78), en la que se refirió a los hechos, se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones que denominó (i) falta de legitimidad en la causa, por la inexistencia de los hechos constitutivos de la acción incoada; (ii) mala fe por parte de la actora, por hacer creer que se incumplió el contrato, pues la obligación ya se pagó; (iii) buena fe por parte de la demandada, que siempre cumplió sus obligaciones, como se demuestra con las consignaciones aportadas; (iv) falta de jurisdicción, ya que por la cuantía, el asunto ha debido tramitarlo un juez civil municipal; y (v) cobro de lo no debido, como quiera que los pagos se efectuaron antes del vencimiento del plazo pactado, incluyendo un mayor valor, y así fue aceptado por la demandante. 
Se surtió el traslado de las excepciones, se decretaron y practicaron las pruebas pedidas por las partes; se dio traslado para alegar de conclusión, derecho del que ambas partes hicieron uso (f. 269 a 272, c. 1), y se dictó sentencia el 24 de noviembre de 2014.  
1.4. 
Sentencia de primera instancia y apelación. 

En el fallo, el juzgado declaró terminado el contrato de leasing financiero celebrado entre Leasing Bancolombia S.A. y Modulares Red S.A.S, que recae sobre un centro de mecanizado control numérico que ejecuta labores de fresado taladro y sierra, marca Biesse número de serie 70572, modelo Rover 20; como consecuencia de lo anterior, ordenó la restitución del bien. Por último, condenó en costas a la parte vencida.
Lo resuelto dejó inconforme a la sociedad demandada que apeló y sustentó la alzada (f. 6 a 9, c. 3) en que: (i) reestructurado el valor del leasing tomando como base la suma de $48’595.854,oo, la demandada cumplió con los pagos pactados, pero las cuotas establecidas por la entidad demandante de $1’614.955,oo, supera esa cifra, pues sumadas en el tiempo ascienden a $54’908.470,oo, es decir, un mayor valor de $6’312.576,oo, lo que se erige en un acto temerario y de mala fe de la demandante; (ii) la demandada pagó un valor superior al total acordado antes del tiempo que se estipuló, como se acreditó con las consignaciones efectuadas, el informe del perito financiero y la notificación de la opción de compra que le hizo la demandante el 9 de julio de 2013, desconocidos por el juez, tanto que hay un excedente a su favor de $150.275,oo. 
  



Replicó la parte demandante (f. 10 y 11, c. 3), que expuso que las cuotas se fijan teniendo en cuenta el costo financiero, tal como se pactó en el contrato, lo cual hacía que los cánones variaran; en el otro sí se tomó como base la suma de $48’595.894,oo, pero no era esa la suma que se iba a pagar, sino la que derivara de ella más el costo financiero. Agregó que los recibos de pago allegados lo que hacen es demostrar que, para cuando se presentó la demanda, la sociedad se hallaba en mora. Y finalmente dice que la carta que se le envió no fue por estar al día, sino para señalarle que la opción de compra se podría ejercer siempre que hubiera pagado los cánones pactados y todas las obligaciones; así que para pedir la revisión del contrato, la demandada tiene una vía diferente. 
2.
CONSIDERACIONES

2.1.

Como se destacó en el fallo de primera instancia, los presupuestos procesales concurren todos, incluso el de competencia, que se menciona en el escrito de sustentación, porque tratándose del factor objetivo, si acaso el asunto correspondía inicialmente a los jueces civiles municipales, tal circunstancia ha debido alegarse por vía de excepción previa. Como no se hizo así, cualquier discusión a estas alturas es inane, en cuanto el artículo 143 del C.P.C., vigente para cuando se promovió la demanda, señala que así se debe proceder, pues de lo contrario el vicio se sanea y el juez debe seguir conociendo del proceso (art. 144-5 ib.). 

Por cierto que cuando la demandada aludió en sus excepciones a una falta de jurisdicción, partió de un término equivocado, pues lo confundió con la falta de competencia que es cuestión diversa. En todo caso, como el asunto que se debate incumbe a la jurisdicción ordinaria, la competencia del juez es algo que debe ventilarse por vía de excepción previa, habiendo oportunidad para hacerlo, como en este evento, salvo que se trate de la funcional o por el factor subjetivo.
  



Ahora, la legitimación en la causa por activa y pasiva deriva, sin duda, del contrato de arrendamiento financiero – leasing No. 63576, que celebraron las partes (f. 11).

  



2.2.
El problema jurídico se contrae a definir si acertó el juez de primer grado al dar por sentado el incumplimiento del referido contrato y, en consecuencia, disponer la restitución del bien involucrado; o si, como sostiene la recurrente, la valoración probatoria fue deficiente, en la medida en que pagó totalmente la obligación. 
  



2.3.
Por descontada se da cualquier discusión acerca de la existencia del vínculo contractual, que está contenido en los documentos de folios 9 a 17 del cuaderno principal, que indican que Leasing Bancolombia S.A. entregó en arrendamiento financiero a Modulares Red Ltda. (hoy S.A.S., f. 6, c. 1), el bien denominado “centro de mecanizado a control numérico que ejecuta labores de fresado, taladro y sierra, modelo Rover 20, marca Biesse, referencia NA, modelo 0, serie 70572”; que el valor del bien se fijó en $153’181.220,oo, el plazo pactado fue de 48 meses, iniciando el 15 de noviembre de 2006 y el canon fue de $4’054.184,oo mensuales, que incluía el costo financiero del 1.28% mensual.  
 



Este contrato fue reestructurado con un otrosí, concretamente en el valor que se tomó como base para ello, que fue de $48’595.894,oo, en el plazo que se amplió en 33 meses, para un total de 81 meses, y en la forma de pago que sería, durante los tres primeros meses, un canon de $492.116,oo mensuales, y de $1’614.955,oo para los otros 33 meses, desde el 15 de diciembre de 2010. 

  



Baste recordar, simplemente, que tal modalidad de contratación, como lo destacó el juez de primera instancia, sigue siendo en nuestro medio atípica, a pesar de alguna regulación que exista sobre ella, a la vez que consensual, bilateral y onerosa, por la cual uno de los contratantes cede al otro el uso y disfrute de una cosa con cargo al pago de una renta que, a la postre, cumplidas las obligaciones, puede derivar en una opción de compra. Así lo dejó sentado la Sala de Casación Civil de la Corte en la sentencia SC9446 del 22 de julio de 2015, en la que, luego de un amplio recorrido por la normativa que se refiere al contrato de arrendamiento financiero o leasing, incluyendo la definición que trae el artículo 2 del Decreto 913 de 1993, recordó que: 
Ahora bien, a la atipicidad del contrato –entendida rigurosamente como se esbozó-, debe agregarse que el leasing es un negocio jurídico consensual; bilateral  - o si se prefiere de prestaciones recíprocas -, en cuanto las dos partes que en él intervienen: la compañía de leasing y el usuario o tomador, se obligan recíprocamente (interdependencia prestacional); de tracto o ejecución sucesiva (negocio de duración), por cuanto las obligaciones principales –y originarias- que de él emanan: para el contratante, conceder el uso y goce de la cosa y para el contratista, pagar el precio, no se agotan en un solo momento, sino que se desenvuelven y desdoblan a medida que transcurre el tiempo (tempus in negotio); oneroso, toda vez que cada una de las partes busca un beneficio económico que, recta vía, se refleja en la obligación asumida por la parte contraria o cocontratante y, finalmente, las más de las veces, merced a la mecánica negocial imperante en la praxis contractual, por adhesión, como quiera que el usuario debe sujetarse, sin posibilidad real de discutirlas, a unas cláusulas previamente establecidas –o fijadas ex ante -, con carácter uniforme por la compañía de leasing (condiciones generales dictadas por la entidad predisponente)”. (CSJ CS Sentencia de 13 de diciembre de 2002, radicación n. 6462).
  



2.4.
La cuestión es que, mientras la entidad demandante afirma que la demandada entró en mora en el pago de los cánones pactados desde el mes de marzo de 2012 y halló eco en el juzgado que estimó que de la prueba recaudada quedó en evidencia el incumplimiento del pago de los meses de mayo a agosto de ese año, la sociedad Modulares Red S.A.S. insiste en que (i) reestructurado el valor del leasing tomando como base la suma de $48’595.854,oo, la demandada cumplió con los pagos pactados, pero las cuotas establecidas por la entidad demandante de $1’614.955,oo, supera esa cifra, pues sumadas en el tiempo ascienden a $54’908.470,oo, es decir, un mayor valor de $6’312.576,oo, lo que se erige en un acto temerario y de mala fe de la demandante; (ii) la demandada pagó un valor superior al total acordado antes del tiempo que se estipuló, como se acreditó con las consignaciones efectuadas, el informe del perito financiero y la notificación de la opción de compra que le hizo la demandante el 9 de julio de 2013, desconocidos por el juez, tanto que hay un excedente a su favor de $150.275,oo.

  



2.5.
Ninguno de los reparos que hace la parte demandada tiene vocación de prosperidad. 

  



En cuanto al primero, dicho como está que las partes contratantes convinieron la reestructuración del contrato de leasing a partir del mes de diciembre de 2010, de común acuerdo, atendiendo la autonomía de la voluntad, por un valor de $48’595,8894,oo, y un canon mensual, por los primeros tres meses de $492.116,oo y los siguientes de $1’614.955,oo, y manteniendo las restantes cláusulas del contrato, entre las cuales se incluía la obligación del locatario de cubrir la prima del seguro adquirido, basta ver los documentos que la misma demandada aportó en copia simple con su respuesta (f. 79 a 102, c.1), que pueden ser considerados, no solo porque la demandante aceptó los pagos efectuados, sino porque al allegarlos reconoció implícitamente su autenticidad (art. 276 C.P.C.), para concluir que faltó a su débito negocial.

  



Se afirma así, porque surge palmario, como bien dijo el juez de primer grado, que los pagos derivados de ese último acuerdo se vinieron realizando, de manera irregular por demás, hasta el mes de abril de 2012, si bien ninguna prueba apunta a demostrar que por los meses de mayo a agosto se efectuó consignación alguna, o la satisfacción directa a la financiera de esas mensualidades. Tales operaciones se reanudaron en septiembre de ese año, por un valor de $5’000.000,oo, por supuesto insuficientes para entender satisfecha la prestación de los cinco meses que entonces se cumplían. 

  


 
De manera que, propuesta esta demanda, precisamente, en el mes de septiembre de 2012, deja en evidencia que para entonces, la demandada había incurrido en mora en el pago de la renta pactada y, por tanto, debían abrirse paso las pretensiones invocadas. 

  



Discutir que se le estaba cobrando un mayor valor del que fue convenido resulta inviable, en la medida en que, por una parte, fue la misma demandada, por medio de su representante legal, la que aceptó el valor del canon de arrendamiento; por la otra, ninguna reclamación le hizo a la financiera sobre esa inconsistencia que ahora destaca; y, para terminar, el incumplimiento se produjo cuando apenas iba corriendo la cuota 20 de las 36 acordadas, y sumadas las que fueron verdaderamente cubiertas, no superaban el monto al que se obligó, ni siquiera imputando todos sus montos a capital, como parece sugerirse en la contestación. 

  



Así que resulta contrario a la realidad probatoria afirmar que la suma por la cual se admitió la reestructuración fue pagada en su totalidad, como también que se pagó un mayor valor al que fue convenido. 

  



En parecer de la Sala, según lo señaló también el Juzgado, discutir sobre la financiación misma del contrato inicial, corresponde a un escenario diferente al del proceso abreviado que aquí se inició, pues lo cierto de todo es que, se insiste, la misma demandada aceptó las nuevas condiciones del contrato que a la postre incumplió.   
  



Respecto de la segunda razón de disentimiento, se reitera que en el expediente no hay prueba que acredite que se pagó un mayor valor de los $48’595,894,oo que se pactaron, al menos hasta el momento de la presentación de la demanda. Y es evidente que si con posterioridad se efectuaron otras consignaciones y la demandante las recibió, ello carece de virtud para purgar la mora que hasta ese momento existía, por cuanto, los pagos realizados no cubrían la totalidad de lo adeudado. 

  



Ni modo de aceptar la crítica que se le hace al juez por no valorar el informe de un perito que la demandada trajo. Esa era una etapa del proceso más que superada, como quiera que con auto del 5 de diciembre de 2013 de manera clara dijo el juzgado que ningún trámite le daría en atención a que se allegó por fuera de las oportunidades probatorias, lo que impidió que se dispusiera tenerlo como tal. Y frente a esa decisión nada replicó la parte demandada, es decir que causó firmeza. En todo caso, si el juzgado hubiera valorado ese trabajo, la conclusión sobre la mora seguramente se mantendría, porque de allí surge también que por los meses en que se le imputa a la demandada, y concretamente de mayo a agosto de 2012, efectivamente omitió realizar los pagos a que se había comprometido. 
 



Por último, que la entidad demandante le hubiese enviado una carta dándole instrucciones para ejercer la opción de compra (f. 104, c. 1), en nada desmerece la decisión de primera instancia, por cuanto ella no indica en manera alguna que la mora se hubiera superado; explicó la apoderada judicial de la demandante al contestar las excepciones (f. 109, c. 1), que tal remisión se hace simplemente por el vencimiento del plazo que fue pactado, pero es claro que para ejercer la opción el locatario debe acreditar que está al día en sus obligaciones. Es decir, ese documento es insuficiente para dar por superada la causal que sirvió de fundamento a la demanda. 

 



2.6. 
Viene de lo dicho que la sentencia de primera instancia será confirmada. 





Las costas de segunda instancia serán a cargo de la parte demandada y a favor del demandante. Las mismas se liquidarán en la forma prevista en el artículo 366 del nuevo estatuto procesal civil, esto es, de manera concentrada, ante el juez de primer grado, por cuanto debe entenderse que a partir de esta decisión, en los términos del artículo 625 del CGP, este proceso debe hacer tránsito a la nueva regulación procesal. 

  



Para tal fin, se fijarán en auto separado las agencias en derecho que correspondan. 

 
3.
DECISIÓN.

En armonía con lo dicho, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, acatando el Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de descongestión de Medellín, el 24 de noviembre de 2014, en este proceso abreviado iniciado por Leasing Bancolombia S.A contra Modulares Red S.A.S. 

Las costas de segunda instancia serán a cargo de la demandada y a favor de la demandante. Se liquidarán en primera sede, teniendo en cuenta las agencias en derecho que en auto separado se señalen. 

Notifíquese,

Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA

Salvamento parcial de voto
Pereira, septiembre 2 de 2019

Magistrado Ponente
: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Expediente No.

: 05001-31-03-004-2012-00777-01

Proceso


: Abreviado

Demandante

: Leasing Bancolombia S.A. 

Demandados

: Modulares Red S.A.S.
SALVAMENTO  PARCIAL DE VOTO

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en la fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con lo relativo a la condena en costas que en ella se impuso.

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice: 

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”. 

De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandante lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, atrás citado, ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado.

En relación con ese tránsito legislativo, dijo la Corte Suprema de Justicia:

“1.- Cuestión de primer orden es precisar el referente adjetivo al que se acudirá, en lo que fuere pertinente, habida cuenta que mientras que este litigio comenzó con el Código de Procedimiento Civil (julio de 2014), en la fase del recurso extraordinario cobró vigencia integral el General del Proceso, producto de la expedición por el Consejo Superior de la Judicatura del Acuerdo No. PSAA15-10392 de 1° de octubre de 2015, que en su artículo 1° dispone: “El Código General del Proceso entrará en vigencia en todos los distritos judiciales del país el día 1º de enero del año 2016, íntegramente”. 

La sucesión temporal o tránsito legislativo luego de la iniciación de un juicio apareja interrogantes complejos y, por lo mismo, en ocasiones, de difícil solución. En el campo teórico, esa problemática puede resolverse de tres formas: (i) aplicando la ley anterior hasta la definición del pleito; (ii) incorporando la nueva a todos los actos posteriores a su vigencia; o (iii) empleando para unas actuaciones la novel normativa y para otras la que le precedió. 

La Ley 1564 de 2012 sigue, en los artículos 624 y 625, que son los que tratan puntualmente el asunto, un sistema mixto. 

En efecto, el primer canon, modificatorio del artículo 40 de la ley 153 de 1887, trae una regla general sobre la aplicación inmediata de la ley procesal, con ciertas salvedades relativas a la ultractividad, taxativamente señaladas a saber: “los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

El segundo, apartándose del postulado general, ofrece unas orientaciones específicas destinadas a preservar la vigencia temporal y excepcional de la norma derogada, no en todos los procesos, sino en los ordinarios, abreviados, verbales y ejecutivos, y sólo hasta determinadas etapas. Y, también aquí, el legislador se cuidó de repetir las salvedades del 624 en lo concerniente a recursos interpuestos, pruebas decretadas, audiencias convocadas, diligencias iniciadas, términos que estén corriendo, incidentes en curso y notificaciones que se estén surtiendo. 

En ese orden de ideas, el funcionario judicial frente a un caso de sucesión o tránsito de legislación, debe preguntarse, en primer término, la clase de proceso que se está tramitando, luego la etapa que se está surtiendo y después cotejarla o compararla con las pautas del 625 id. 

Acá, por ejemplo, se trata de un juicio ordinario que cuenta con fallos de primera y segunda instancia, de manera que ese precepto indica en el numeral 1, literal c), que “proferida la sentencia, el proceso se tramitará conforme a la nueva legislación”. Sería, entonces, el Código General del Proceso el llamado a gobernar las actuaciones postreras al veredicto, lo que finalmente no ocurre, en atención a que la excepción legislativa, inserta en ese canon y en el 624, determina que cuando se ha interpuesto un recurso (no se precisa cual, luego ello cobija ordinarios y extraordinarios), la preceptiva aplicable será la del tiempo de su formulación, que aquí es el C. de P. C., atendiendo que la impugnación extraordinaria se planteó el 8 de junio de 2012. 

Consecuencia necesaria y natural de la precitada inferencia, es la de que al transitar esta casación por el camino del Código de Procedimiento Civil, todo lo que se derive de su discurrir y resolución, incluso la expedición de copias o certificaciones, el reconocimientos de personería, la condena en costas y su tasación, el decreto y práctica de pruebas (si ello se ordena previa sentencia sustitutiva), cumple rituarlo con esa codificación. 

Lo contrario implicaría mezclar en un mismo escenario y con alternancia, dos codificaciones procesales, lo que atentaría con el mínimo de seguridad o certeza jurídica que debe acompañar la sustanciación de los litigios. Para los usuarios del sistema de administración de justicia, que buscan la tutela efectiva de sus derechos, debe ofrecerse una hermenéutica que les provea certidumbre sobre las normas que regulan el conflicto jurídico respecto del cual se solicita la decisión...”
 
Y no es ese un criterio aislado. Lo mismo dijo en sentencia del 26 de octubre de 2016: “Resulta pertinente precisar, que de acuerdo con el artículo 624 del Código General del Proceso, modificatorio del precepto 40 de la Ley 153 de 1887, para resolver el recurso se tomarán en cuenta las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, al hallarse este vigente para cuando comenzó su trámite…”
 En esa providencia también fijó las agencias en derecho y ordenó liquidar las costas con sujeción al artículo 393 del Código de Procedimiento Civil. En la misma forma procedió el 11 de noviembre del año citado
, el 18 de abril de 2017
 y el 13 de diciembre de este último año
.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada
� Sala de Casación Civil del 26 de abril de 2016, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, sentencia SC-8845-2016, expediente 6600131030032010-00207-01.


� MP. Dr. Luis Alonso Rico Puerta, sentencia SC13400-2016, expediente 08001-3103-013-2001-00093-01


� MP. Dr. Ariel Salazar Ramírez, sentencia SC16283-2016, Radicación n° 11001-02-03-000-2012-02237-00


� MP. Dr. Luis Alfonso Rico Puerta, sentencia SC5208-2017, radicación No. 11001-02-03-000-2013-01881-00 


�  M.P. Dra. Margarita Cabello Blanco, sentencia SC21078-2017, radicación 11001-02-03-000-2012-00663-00
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